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Cristosal es una organización regional de derechos humanos dedicada a defender la 

justicia, proteger la dignidad humana y amplificar las voces de quienes luchan por sus 

derechos en El Salvador, Guatemala y Honduras. Arraigados en el histórico movimiento de 

derechos humanos, estamos junto a víctimas, supervivientes y defensores para buscar la 

verdad, exigir responsabilidades y defender la democracia.  

Somos más que una organización: formamos parte de una lucha más amplia, heredera de 

los principios, la experiencia y la resistencia de quienes nos precedieron. Nuestro 

compromiso no se limita a responder a las violaciones, sino a construir una base duradera 

para la justicia, garantizando que las generaciones futuras hereden instituciones más 

fuertes y una sociedad más justa. 

Para más información, visite nuestra página web: https://cristosal.org/ES 
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Presentación 
En los últimos años, Guatemala ha experimentado graves violaciones a los derechos humanos 

que amenazan los avances democráticos alcanzados del país. Estas violaciones se han caracterizado 

por el abuso sistemático de mecanismos estatales para perseguir, criminalizar y silenciar a quienes 

defienden derechos humanos, promueven la justicia o ejercen la libertad de expresión. Este informe 

surge como una respuesta necesaria ante el creciente número de denuncias de persecución política, 

exilios forzados y procesos judiciales arbitrarios dirigidos contra operadores de justicia, periodistas, 

líderes sociales y actores políticos disidentes. 

Esta sistematización de casos de persecución política permite identificar diversas formas de 

violencia ejercidas desde las esferas del poder político, judicial y económico. A través del análisis de 

casos se revelan elementos comunes que configuran una práctica deliberada de represión política, 

instrumentalización de la ley y desmantelamiento del Estado de derecho impulsada por estructuras 

paralelas a las instituciones legítimas del Estado. 

Este documento no solo busca exponer estos patrones con base en evidencia empírica y 

jurídica, sino también contribuir al debate público, a la defensa de las garantías democráticas y a la 

exigencia de justicia para quienes han sido perseguidos por su compromiso con la verdad y los 

derechos humanos. Reconocer y comprender estas dinámicas es el primer paso para romper el ciclo 

de impunidad que amenaza con consolidarse como norma. 
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Introducción 
El ejercicio del poder en un sistema democrático debe regirse de conformidad con un conjunto 

de valores que limitan la represión y la violencia estatal, y promueven la resolución pacífica de los 

conflictos.1 En este sentido, la concepción de una democracia sustantiva exige una forma específica de 

ejercicio del poder y del control sobre la violencia estatal. El respeto a los derechos humanos se 

constituye, por tanto, como un pilar esencial de las democracias2 , así como un parámetro clave para 

evaluar la conformidad de los sistemas políticos con los valores democráticos.  

Consecuentemente, el ejercicio del poder debe verse limitado por los derechos y valores del 

sistema internacional de los derechos humanos. De tal suerte que un sistema en el que no se respetan 

las garantías mínimas y se despoja a los individuos de sus derechos humanos no puede considerarse 

una verdadera democracia.3 En este orden de ideas, la legitimidad del poder depende de la sujeción a 

estos valores y garantías, es decir que solo se puede hablar de sistemas democráticos cuando el poder 

está jurídicamente limitado por los derechos de los individuos.4  

En este sentido, la persecución política, materializada en dinámicas de abuso de la fuerza estatal, 

violencia política, represión y persecución son manifestaciones del abandono del sistema democrático. 

Los poderes estatales encargados de la persecución del delito deben estar sometidos a controles más 

rigurosos, ya que solo pueden operar legítimamente dentro del marco de los principios del Estado 

derecho. De lo contrario, corren el riesgo de ser instrumentalizados con fines de persecución y control 

político.5  

Cabe señalar que no existe una definición universalmente aceptada de persecución. El Estatuto 

de Roma la define como la privación intencional y grave de derechos fundamentales en contravención 

del derecho internacional, motivada por la identidad de un grupo o colectividad.6 Sin embargo, esta 

definición deja fuera elementos fundamentales de las prácticas de persecución política en épocas 

recientes.   

En este sentido, una definición mínima de persecución debe incorporar elementos más amplios 

que permitan describir con mayor precisión las dinámicas represivas ejercidas por el Estado.  Esta 

definición debe partir de la idea que se trata de acciones hostiles e injustas,7 fundamentadas en una 

discriminación sistemática e institucionalizada, dirigidas a causar daño a la dignidad humana,8 basada en 

diversas razones u objetivos subyacentes.   

La persecución puede manifestarse de múltiples formas y en diversos ámbitos, adoptando 

prácticas variadas. Por ello, es fundamental delimitar el alcance de la definición que se utilice. En este 

análisis, el enfoque se ha centrado en las dinámicas en las que la persecución se ejerce con fines 

políticos. En estos casos, la persecución se constituye como un instrumento de control político, 

orientado a reprimir voces disidentes y a favorecer intereses particulares o sectoriales. Asimismo, se 
han priorizado aquellas prácticas que implican la manipulación del aparato estatal de persecución del 

delito para criminalizar la disidencia.  

 
1 cĲŰĬĲƖƚŸŰЯШ9ŸŰƽċǃШыΝΦΦΝьЯШљ9ŸŰĬŔƣŔŸŰƚШ ŉŉĲĦƣŔŰŊШƣőĲШÖƚĲШŸŉШÂŸũŔƣŔĦċũШÅĲШƓƖĲƚƚŔŸŰњЯШsŸƨƖŰċũШŸŉШ9ŸŰŉũŔĦƣШÅĲƚŸũƨƣŔŸŰЯШƻŸũЮШΟΡЯШŰúm. 1, pp. 120 - 
142. 
2 Norberto Bobbio, El futuro de la democracia, trad. de José Luis González, México: Fondo de Cultura Económica, 1986, p. 35. 
3 Luigi Ferrajoli, Derecho y razón. Teoría del garantismo penal, Madrid: Trotta, 1995, p. 25. 
4 Luigi Ferrajoli, Democracia y derechos fundamentales, Cuadernos del Claeh, Vol. 31, Núm. 96-97 (2024), p. 168 
5 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2023) informe de derechos humanos, poderes de emergencia y violencia estatal en la 
región norte de Centroamérica.  
6 Estatuto de Roma Art. 7.2g. 
7 Tieszen, C. L. (2008). Towards redefining persecution: academic article. International Journal for Religious Freedom, 1(1), 67-80. 
8 Goodwin-Gill, G. (1996). The Refugee in International Law. Second edition. Oxford: Oxford University Press 
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En este sentido, es importante distinguir entre los distintos niveles de persecución que 

caracterizan formas diversas de agresión en contra de las personas afectadas.  

La persecución extrajudicial incluye ciertas formas de violencia que no siempre se traducen en 

procesos judiciales. Estas agresiones pueden conducirse mediante mecanismos de estigmatización, 

acoso, vigilancia, amenazas o intimidación, dirigidos a generar un entorno hostil que limite el accionar 

público de personas disidentes. 

Estas acciones constituyen una estrategia de disuasión y coerción ejercida por medios no 

judiciales, cuyo objetivo es provocar miedo, inseguridad y aislamiento, inhibiendo la participación en 

espacios colectivos y la libre expresión de opiniones. A menudo representan las primeras 

manifestaciones del hostigamiento estatal, ejecutadas mediante prácticas arbitrarias que buscan 

encubrir un uso abusivo del poder. Aunque no se formalicen judicialmente, estas conductas pueden 

tener efectos devastadores en la vida pública, profesional, familiar y emocional de quienes las sufren, 

constituyendo formas de represión con un alto potencial inhibidor. 

La persecución judicial no penal se refiere a la instrumentalización de figuras jurídicas con 

finalidades políticas por medio de acciones administrativas, civiles y disciplinarias con fines punitivos, 

orientadas a desgastar a las personas, restringir su capacidad de acción y debilitar su credibilidad 

personal. Constituyen una estrategia de desgaste estructural, cuyo propósito es minar la reputación, 

asfixiar económicamente, despojar de herramientas de acción e inhabilitar funcionalmente a las 

personas afectadas. 

La criminalización, entendida en este informe como el uso indebido del derecho penal para 

obstaculizar o sancionar el ejercicio del derecho a defender derechos humanos, constituye uno de los 

principales obstáculos que enfrentan las personas defensoras en América Latina, y particularmente en 

Guatemala (CIDH, 2016, párrafo 12). Este fenómeno se manifiesta en acciones como denuncias 

infundadas, procesos judiciales arbitrarios, detenciones ilegales y campañas de estigmatización. 

En este contexto, se incluyen prácticas de instrumentalización del sistema penal y de otras áreas 
del derecho con el fin de perseguir y deslegitimar a personas u organizaciones que ejercen 
legítimamente sus derechos, como la protesta social o la defensa de los derechos humanos. En 
regímenes autoritarios o en contextos donde las instituciones están cooptadas, estos mecanismos se 
utilizan para silenciar a voces críticas y mantener el statu quo.9 

También se consideran distintas formas de violencia política, entendidas como herramientas de 
control y coacción, orientadas a la represión de la institucionalidad democrática mediante la acción de 
entidades paralelas a los poderes legítimos responsables de la gestión de la conflictividad a nivel 
estatal. 10 

En el contexto guatemalteco, la persecución política puede entenderse como una estrategia 
deliberada del poder político y económico para castigar, neutralizar o silenciar a quienes cuestionan 
estructuras de impunidad, desigualdad o corrupción. En particular, la criminalización se caracteriza por 
el uso instrumental de instituciones del Estado τcomo el Ministerio Público (MP) y el sistema judicialτ, 
para fabricar delitos o sostener acusaciones infundadas contra personas con un perfil crítico. 

La intencionalidad detrás de estos ataques es un elemento clave para comprender las dinámicas 
que se evidencian en este informe. Los patrones de persecución documentados han ampliado 
progresivamente su alcance, afectando no solo a personas defensoras de derechos humanos, sino 
también a operadores de justicia, periodistas, abogados/as, activistas y líderes comunitarios. Esta 

 
9 Peace Brigades International т Guatemala Project. (2019). Criminalización de la protesta social (Boletín Popular No. 3, Reimpresión). 
https://pbi -guatemala.org/sites/default/files/RI_BP3final.pdf 
10 Tilly, C. (2003). The Politics of Collective Violence. Cambridge University Press. 

https://pbi-guatemala.org/sites/default/files/RI_BP3final.pdf
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expansión revela una intencionalidad clara de silenciar voces claves para el fortalecimiento del Estado 
de Derecho y la denuncia de abusos. 

En Guatemala, la persecución de personas defensoras de derechos humanos constituye una 
grave amenaza para el Estado de derecho. Este fenómeno, en muchos casos, pone en evidencia la 
vinculación entre actores estatales y particulares con intereses específicos, lo que profundiza la 
situación de vulnerabilidad de estos grupos que defienden derechos fundamentales. 

Este fenómeno, además, socava la independencia judicial y la capacidad de jueces, fiscales y 
defensores de derechos humanos para ejercer sus funciones de servicio público de justicia y defender 
derechos humanos sin temor a represalias. La constante amenaza, los juicios injustos y la violencia han 
llevado a muchas personas vinculadas a la administración de justicia a autocensurarse o, en algunos 
casos, a verse forzadas a abandonar sus cargos en el servicio público y sus acciones de veeduría 
ciudadana. Esto ha configurado un escenario en el que, además del debilitamiento de la 
institucionalidad pública, se pierde presencia de actores técnicos e independientes indispensables para 
la protección de la ciudadanía frente a los abusos de poder y violaciones de derechos humanos. 

Mecanismos internacionales de protección de derechos humanos, como la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), así como organizaciones internacionales no 
gubernamentales como Amnistía Internacional, han advertido que, en contextos donde la corrupción y 
la impunidad han debilitado las instituciones democráticas, la protección de personas defensoras de 
derechos humanos es fundamental para contribuir a la garantía de acceso a la justicia de las víctimas de 
abusos.11      

Hay que precisar que la persecución no afecta a todos los operadores de justicia de manera 
generalizada, sino que se dirige selectivamente hacia perfiles específicos que, por su labor o postura, 
se perciben como un obstáculo para intereses. Este enfoque dirigido refuerza el carácter deliberado y 
estratégico del fenómeno, destacando la necesidad de abordarlo con evidencia y casos concretos, en 
lugar de generalizaciones. 

Este informe ofrece, por tanto, no solo un diagnóstico de los patrones de persecución política, 

sino también una hoja de ruta para comprender sus mutaciones y urgencias. 

 

 

 

 

 
 

 

 
11 Amnistía Internacional. (2024, 23 de mayo). Guatemala: Todo el sistema en contra: Criminalización de mujeres operadoras de justicia y 
defensoras de derechos humanos en Guatemala. https://www.amnesty.org/es/documents/amr34/7912/2024/es/  

https://www.amnesty.org/es/documents/amr34/7912/2024/es/
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Metodología 
Este informe se elaboró a partir de un proceso de recolección de información desarrollado entre 

enero y septiembre de 2024. El diseño del estudio fue de carácter mixto, e incluyó 12 entrevistas en 
profundidad con operadores, exoperadores de justicia, ocho grupos focales, así como diálogos 
comunitarios, en los que participaron 85 personas, entre periodistas, defensores y defensoras de 
derechos humanos, liderazgos comunitarios y miembros de comunidades académicas criminalizados. 
También incluye un análisis en profundidad de cuatro casos emblemáticos, además del análisis de una 
base construida con 100 casos de persecución ocurridos en Guatemala.   

Además, se realizó un monitoreo de medios y fuentes abiertas y del Sistema de Alerta Territorial 
(SAT),12 con el objetivo de recopilar datos y testimonios detallados y experiencias personales que 
permitieran identificar patrones de persecución en grupos de personas específicas, como defensoras 
de derechos humanos, líderes comunitarios y operadores de justicia. 

 Las personas participantes fueron invitadas mediante un muestreo intencional, a partir del 
monitoreo permanente que Cristosal realiza sobre casos de personas vulneradas o criminalizadas a 
nivel nacional. Este enfoque permitió identificar víctimas, procesos y tendencias, lo que constituye la 
base para la elaboración de este informe, el cual es representativo del universo de este estudio. Para 
garantizar una representación diversa de experiencias se incluyeron defensoras y defensores de 
derechos humanos, así como víctimas de persecución con diversos perfiles: periodistas, operadores de 
justicia (jueces, fiscales, abogados), activistas, líderes comunitarios, políticos y otras personas de interés 
que han sido objeto de persecución. (Para más detalle sobre la muestra del estudio, ver tabla 1). 

Adicionalmente, los hallazgos del informe fueron validados mediante un proceso de revisión por 
pares, que consistió en compartir los resultados preliminares con un grupo de personas expertas τ
exfiscales, exjueces, defensores de derechos humanos, activistas, entre otrosτ a fin de obtener la 
retroalimentación pertinente. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
12 SAT: metodología mediante la cual se recaba información a través de monitoreo de medios mensual de noticias relevantes de vulneración a 
los derechos humanos para posteriormente seleccionar territorios para visitas in situ. 



10                                                                                                                           Sistema de injusticia: patrones de persecución política en Guatemala 
 

 

1. Contexto de la persecución política en Guatemala 
1.1 Antecedentes históricos, sociales y contexto de la persecución política actual 

Después de la firma de los Acuerdos de Paz en 1996, Guatemala emprendió el camino hacia la 
construcción de su democracia. Sin embargo, en paralelo, diversas fuerzas τ incluyendo el crimen 
organizado, sectores políticos, grupos económicos y monopolios empresarialesτ identificaron 
oportunidades para avanzar en sus propios intereses. Estos actores rearticularon sus redes, estructuras 
políticas y legales para acumular riqueza y consolidar su influencia.13  El acceso estratégico a cargos en 
la función pública facilitó la integración de redes de corrupción dentro del aparato estatal, lo que a su 
vez permitió y consolidó estructuras en el Estado orientadas a garantizar impunidad, debilitando el 
Estado de derecho.14 

Como contrapeso a lo anterior, en 2006 τtras una negociación con la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU)τ se estableció la Comisión Internacional Contra la Impunidad en Guatemala 
(CICIG), con el mandato de colaborar con el Estado en la investigación y desarticulación de cuerpos 
ilegales y aparatos clandestinos de seguridad.15  

Desde su aprobación, mediante acuerdo del Ejecutivo con respaldo del Congreso de la 
República, la CICIG acompañó un proceso de fortalecimiento del sistema de justicia, a través de la 
investigación y prevención de la existencia y operación de estructuras ilegales como los Cuerpos 
Ilegales y Aparatos Clandestinos de Seguridad (CIACS). Estas estructuras se caracterizan por 
aprovechar la corrupción para generar y facilitar la impunidad, la violencia, la inseguridad y la 
inestabilidad política en Guatemala.16  

La CICIG se consolidó como un aliado clave en la transformación del sistema de justicia 
guatemalteco, brindando acompañamiento técnico a procesos legislativos para la aprobación de leyes 
que modernizaron la investigación y persecución penal. Asimismo, actuó como querellante adhesivo en 
diversos procesos, colaborando también con la investigación de casos concretos. 

En septiembre de 2019, tras haber develado estructuras de corrupción que operaban desde el 
Estado,17 bajo la administración de Jimmy Morales, el gobierno decidió no renovar el mandato de la 
CICIG.18 Esta decisión fue ampliamente condenada tanto a nivel nacional como internacional, y fue 
señalada como un grave retroceso en los esfuerzos por consolidar el sistema de justicia en el país.  

Por otra parte, la Fiscalía Especial Contra la Impunidad (FECI) fue creada en 2006 como parte del 
acuerdo entre el secretario general de las Naciones Unidas y el Gobierno de Guatemala, con el 
objetivo de investigar los casos seleccionados conjuntamente por la CICIG y el MP dentro del marco de 
competencia. Esta unidad especializada  sigue operando en el país.19 Sin embargo, desde la 
destitución, criminalización y exilio de su anterior director, Juan Francisco Sandoval Alfaro junto con 
varios fiscales clave, la FECI ha modificado sus patrones de actuación y  prioridades.20 Bajo su actual 

 
13 Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala. (2015). El financiamiento de la política en Guatemala. Consultado en 
https://www.cicig.org/uploads/documents/2015/informe_financiamiento_politicagt.pdf   
14Greg Grandin, The Last Colonial Massacre: Latin America in the Cold War, University of Chicago Press, 2011. 
15 Organización de las Naciones Unidas y Gobierno de Guatemala. (2006, 12 de diciembre). Acuerdo relativo a la creación de una Comisión 
Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG). https://www.cicig.org/uploads/documents/mandato/acuerdo_creacion_cicig.pdf  
16 Calvet Martínez, E. (2019). La Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG): dilemas tras 12 años de actuación. 
Fundación Carolina. Consultado en https://www.fundacioncarolina.es/wp -content/uploads/2019/06/DT_FC_06.pdf 
17 Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (2019). Informe de cierre: El legado de la justicia en Guatemala. P. 51 
18 Orozco, A (7 de enero 2019) Las 12 justificaciones del Gobierno de Jimmy Morales para anular el mandato de la Cicig. Prensa Libre consultado 
el 20 de marzo de 2025 en https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/estas -son-las-justificaciones-del-ejecutivo-para-finalizar-con-el-
mandato-de-la-cicig/?form=MG0AV3  
19«Fiscalía Especial contra la Impunidad -FECI-», Comisión Internacional Contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), s. f., consultado el 30 de 
septiembre de 2024, https://www.cicig.org/history/index.php?page=fiscalia-especial 
20 Observatorio de independencia judicial (2021) El impacto de la destitución del fiscal Juan Francisco Sandoval para el futuro de la Justicia. 
Consultado el 20 de marzo de 2025 en https://independenciajudicial.org/impacto -de-la-destitucion-del-fiscal-juan-francisco-sandoval-para-
el-futuro-de-la-justicia/  

https://www.cicig.org/uploads/documents/2015/informe_financiamiento_politicagt.pdf
https://www.cicig.org/uploads/documents/mandato/acuerdo_creacion_cicig.pdf
https://www.fundacioncarolina.es/wp-content/uploads/2019/06/DT_FC_06.pdf
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/estas-son-las-justificaciones-del-ejecutivo-para-finalizar-con-el-mandato-de-la-cicig/?form=MG0AV3
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/estas-son-las-justificaciones-del-ejecutivo-para-finalizar-con-el-mandato-de-la-cicig/?form=MG0AV3
https://independenciajudicial.org/impacto-de-la-destitucion-del-fiscal-juan-francisco-sandoval-para-el-futuro-de-la-justicia/
https://independenciajudicial.org/impacto-de-la-destitucion-del-fiscal-juan-francisco-sandoval-para-el-futuro-de-la-justicia/
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liderazgo, la Fiscalía ha revertido  avances alcanzados  en casos paradigmáticos21 y ha emprendido 
acciones legales contra exfuncionarios y personas defensoras de derechos humanos, con el respaldo 
de la Fiscal General y Jefa del MP, Consuelo Porras Argueta.22 

 

1.2 Inicio de prácticas de persecución política 
Las personas consultadas para este estudio coinciden en que la persecución contra operadores 

de justicia, periodistas y personas defensoras de derechos humanos se intensificó durante el gobierno 
de Jimmy Morales, a partir de 2016, y se ha mantenido hasta la actualidad. Se trata, por tanto, de una 
forma de persecución con claros matices políticos, ya que estos actores han sido perseguidos por rol 
en la investigación y denuncia de casos graves de corrupción y violaciones de derechos humanos. Esta 
persecución política se manifiesta en el uso instrumental del sistema penal y otras instituciones del 
Estado para deslegitimar, intimidar o silenciar a quienes procuran justicia y defienden el Estado de 
derecho, ubicándolos así en un perfil común de represalia estatal motivada por intereses políticos. 

Actualmente, el Ministerio Público, a través de la FECI lidera esta persecución, en el marco de una 
percibida alianza orgánica con varios jueces.23 La no renovación del mandato de la CICIG marcó un 
punto de inflexión que detonó una serie de prácticas orientadas a debilitar la investigación y 
persecución de actores de poder previamente vinculados a procesos judiciales por corrupción. Cabe 
aclarar que los entramados de corrupción y cooptación del Estado, reactivados durante el gobierno del 
expresidente Jimmy Morales, no se originaron en su administración. Más bien representan la 
rearticulación de antiguas estructuras paralelas de poder que ya existían antes de la llegada de la CICIG 
al país. Estas redes, conformadas por alianzas entre actores políticos, económicos y militares, se vieron 
amenazadas por las investigaciones anticorrupción y, tras la salida de la Comisión, buscaron recuperar 
el control institucional. Como lo expresó uno de los analistas entrevistados: άbƻ Ŝǎ ǉǳŜ aƻǊŀƭŜǎ Ƙŀȅŀ 
creado el sistema corrupto; lo que hizo fue abrirle la puerta otra vez a estructuras que se creían 
ŘŜōƛƭƛǘŀŘŀǎέΦ24 

Durante su existencia, la CICIG colaboró estrechamente con el sistema de justicia guatemalteco. 
Facilitó espacios para el análisis de normas para habilitar investigaciones, fortaleció capacidades dentro 
del MP y trabajó de forma conjunta, mediante su participación en las querellas. Aportó herramientas 
para el análisis criminal y forense que permitieron develar casos de gran corrupción y responsabilizar a 
sus autores, logrando la judicialización de numerosos casos que involucraron a políticos, militares, 
empresarios, jueces y abogados.  

Uno de sus casos más emblemáticos fue el denominado La Línea, que llevó a la renuncia y 
posterior encarcelamiento del expresidente Otto Pérez Molina y la exvicepresidenta Roxana Baldetti.25 
Sin embargo, la CICIG enfrentó fuertes críticas y una oposición férrea, especialmente de sectores 
políticos y empresariales que, al verse implicados en las investigaciones, promovieron acciones 
orientadas a debilitar la institucionalidad democrática y obstaculizar el trabajo de la Comisión. Tal como 
lo documenta el International Crisis Group (2021), estos sectores impulsaron la expulsión de la Comisión 

 
21«Casos FECI-CICIG ignorados y estancados bajo el mando de Porras y Curruchiche», Red de Información del Combate a la Impunidad en 
Guatemala, 18 de agosto de 2023, consultado el 30 de septiembre de 2024, https://www.ricig.org/casos -feci-cicig-estancados-por-porras-y-
curruchiche/  
22ў]ƨċƣĲůċũċќƚШ  ĲƽШ ]ŸƻĲƖŰůĲŰƣШ ìŔƣőƚƣċŰĬƚШ ƣőĲШ 7ċĦťũċƚőџЯШInternational Crisis Group, consultado el 30 de septiembre de 2024, 
https://www.crisisgroup.org/latin -america-caribbean/guatemalas-new-government-withstands-the-backlash 
23 Sas, L. Á. (2023, julio 20). Este es el instrumento legal que usa la Feci para perseguir a periodistas y afectar las elecciones. Plaza Pública. 
Consultado el 5 de noviembre de 2024,  https://www.plazapublica.com.gt/noticia/informacion/este -es-el-instrumento-legal-que-usa-la-feci-
para-perseguir-periodistas-y 
24 International Crisis Group. (2021). Guatemala: Del estado capturado al estado rescatado. Informe de Crisis N.º 86. Consultado el 15 de marzo 
2025  https://www.crisisgroup.org/es/latin -america-caribbean/central-america/guatemala/86-guatemala-del-estado-capturado-al-estado-
rescatado  
25Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), Informe final: Logros y desafíos (pp. 1-150), consultado en 2024. 
https://www.cicig.org/cicig/informes_cicig/informe -de-labores/informe-final-de-labores/. 

https://www.ricig.org/casos-feci-cicig-estancados-por-porras-y-curruchiche/
https://www.ricig.org/casos-feci-cicig-estancados-por-porras-y-curruchiche/
https://www.crisisgroup.org/latin-america-caribbean/guatemalas-new-government-withstands-the-backlash
https://www.plazapublica.com.gt/noticia/informacion/este-es-el-instrumento-legal-que-usa-la-feci-para-perseguir-periodistas-y
https://www.plazapublica.com.gt/noticia/informacion/este-es-el-instrumento-legal-que-usa-la-feci-para-perseguir-periodistas-y
https://www.crisisgroup.org/es/latin-america-caribbean/central-america/guatemala/86-guatemala-del-estado-capturado-al-estado-rescatado
https://www.crisisgroup.org/es/latin-america-caribbean/central-america/guatemala/86-guatemala-del-estado-capturado-al-estado-rescatado
https://www.cicig.org/cicig/informes_cicig/informe-de-labores/informe-final-de-labores/
https://www.cicig.org/cicig/informes_cicig/informe-de-labores/informe-final-de-labores/
https://www.cicig.org/cicig/informes_cicig/informe-de-labores/informe-final-de-labores/
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y promovieron reformas legales regresivas que favorecieran la impunidad. Una persona entrevistada 
para el informe final de la CIG lo resumió así:  

ά9ƭ ǘŜƳƻǊ ƴƻ ŜǊŀ ŀ ƭŀ /L/LD Ŝƴ ǎƝΣ ǎƛƴƻ ŀ ǉǳŜ ǎǳǎ ƛƴǾŜǎǘƛƎŀŎƛƻƴŜǎ ǊŜǾŜƭŀǊŀƴ ƭŀ ǇǊƻŦǳƴŘƛŘŀŘ ŘŜ ƭŀ ŀƭƛŀƴȊŀ 
ŜƴǘǊŜ ŞƭƛǘŜǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ȅ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀǎ Ŝƴ Ŝƭ ŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻέΦ26 

Tras el cierre de la CICIG, se desencadenó un proceso sistemático de reversión de los avances 
alcanzados en la lucha contra la corrupción. Varias investigaciones fueron archivadas, y en muchos 
casos, los tribunales cerraron definitivamente los expedientes sin emitir ninguna resolución de 
responsabilidad. Según lo documenta Human Rights Watch (2022), el MP, bajo una nueva conducción, 
desmanteló unidades clave, trasladó a fiscales independientes y permitió que causas de alto impacto 
fueran abandonadas. Como lo expresó un exfiscal entrevistado: ά[ŀ ŎƻƴǎƛƎƴŀ ŜǊŀ ŎƭŀǊŀΥ ŘŜƧŀǊ ƳƻǊƛǊ ƭƻǎ 
casos más sensibles para quienes habían retomado el control del sistemaέΦ27  

Aunado a esa reversión judicial, se iniciaron acciones de criminalización contra quienes lideraron 
las investigaciones o desempeñaron un rol relevante en el avance de los casos.  

La tabla 1 resume algunos casos emblemáticos de personas víctimas de persecución política en 
Guatemala, identificados a partir de entrevistas, monitoreo de medios y documentos públicos. Si bien 
esta muestra no constituye un registro exhaustivo de todos los casos existentes, recoge aquellos que 
fueron mencionados más frecuentemente por las personas entrevistadas, o que han tenido mayor 
visibilidad pública por la gravedad de las acciones emprendidas en su contra.  

 

Tabla 1. Casos representativos de persecución política en Guatemala 

CASO PUESTO ÓRDENES DE 
APREHENSIÓN 

SITUACIÓN ACTUAL 

La Línea Exjefe de la FECI del MP de Guatemala 5 Exiliado 

Ex investigador de la CICIG 1 Exiliado 

Aceros de 
Guatemala 

Exjefe de la Superintendencia de 
Administración Tributaria (SAT) 

1 Aceptó cargos y 
permanece en el 
país 

Odebrecht Ex jueza de Mayor Riesgo "D" en 
Guatemala 

3 Exiliada 

Periodista y fundador del medio de 
comunicación Plaza Pública 

0 Exiliado 

Comisiones 
Paralelas 

Exfiscal de la FECI del MP de Guatemala 1 Exiliada 

Exmagistrada 
Stalling 

Exmandataria de la CICIG 1 Libertad 
Condicional 

Construcción y 
Corrupción 

Exmandataria de la CICIG 1 Exiliada 

Cambray 2 Exsecretario de política criminal del MP 2 Exiliado 

Venganza Política Exjefa de la FECI Quetzaltenango 1 Exiliada 

Activismo y respaldo 
a la defensa de la 
autonomía 
universitaria  

Exprocurador de Derechos Humanos de 
Guatemala 

2 Exiliado 

Vicepresidenta de Guatemala 2024-
2028 

0 Inmunidad / 
Permanece en el 
país 

 
26International Crisis Group. (2021). Guatemala: Del estado capturado al estado rescatado (Informe de Crisis N.º 86). Consultado el 27 de abril 
de 2025 https://www.crisisgroup.org/es/latin -america-caribbean/central-america/guatemala/86-guatemala-del-estado-capturado-al-
estado-rescatado.  
27 Human Rights Watch. (2022). Guatemala: Reverso de la lucha contra la impunidad. Consultado el 18 de abril 2025 
https://www.hrw.org/es/news/2022/02/17/guatemala -reverso-de-la-lucha-contra-la-impunidad  

https://www.crisisgroup.org/es/latin-america-caribbean/central-america/guatemala/86-guatemala-del-estado-capturado-al-estado-rescatado
https://www.crisisgroup.org/es/latin-america-caribbean/central-america/guatemala/86-guatemala-del-estado-capturado-al-estado-rescatado
https://www.hrw.org/es/news/2022/02/17/guatemala-reverso-de-la-lucha-contra-la-impunidad
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Comunidad universitaria 27 Exiliados / 
Órdenes de 
captura / Multas 
administrativas 

Construcción y 
Corrupción 

Exfiscal anticorrupción del MP 3 Absuelto 

Exministro de gobernación  Absuelto 

TREP Presidenta del Tribunal Supremo 
Electoral 

0 Bajo 
investigación del 
MP 

Libertad de 
expresión 

Fundador del Diario "El Periódico" 3 Prisión 
Preventiva 

Crimen Organizado Subinspectora de la Policía Nacional Civil 1 Absuelta 

Anular resultados de 
elección 

Empleados del Tribunal Supremo 
Electoral 

0 Bajo 
investigación del 
MP 

Minerías Defensora de la tierra y territorio 0 Permanece en el 
país 

Construcción y 
Corrupción 

Exjefe de la Fiscalía de anticorrupción del 
MP 

2 Prisión 
Preventiva 

Hidroeléctrica Defensa de la tierra y territorio 1 Falta de Mérito 

Caso USAC Estudiante universitario 1 Bajo 
investigación del 
MP 

Activista universitario 1 Bajo 
investigación del 
MP 

Excandidata a diputada por partido 
Semilla 

1 Bajo 
investigación del 
MP 

Financiamiento 
Electoral no 
Registrado Partido 
Semilla 

Directora del Instituto de la Víctima 1 Ligada a 
proceso y en 
prisión 
preventiva 

Fuente: elaboración propia a partir de fuentes abiertas y testimonios.  

 

Según InSight Crime, la colaboración entre la CICIG y el MP permitió desmantelar redes de 
corrupción que involucraban a altos funcionarios públicos, empresarios y militares. 28 Un ejemplo 
emblemático fue el caso de La Línea, en el que se descubrió una red de defraudación aduanera que 
implicaba directamente al entonces presidente Otto Pérez Molina y a su círculo cercano. Además, se 
investigaron esquemas de financiamiento electoral ilícito y vínculos con el crimen organizado, lo cual 
evidenció la profunda penetración de la corrupción en diversos sectores del Estado y la sociedad.29 
Los partidos políticos fueron investigados por financiamiento electoral no declarado, mientras que  
expresidentes como Otto Pérez Molina (2012-2015), Alfonso Portillo (2000-2004), Álvaro Colom (2008-
2012) y Jimmy Morales (2016-2020), así como   la exvicepresidenta Roxana Baldetti (2012-2015), junto 
con otros altos funcionarios y exfuncionarios, fueron objeto de  investigaciones, y algunos fueron 
procesados y condenados.30  

 
28 InSight Crime. (2023). 5 lecciones del experimento contra la corrupción en Guatemala. Consultado el 28 de marzo de 2025 
https://insightcrime.org/es/noticias/balance -experimento-corrupcion-guatemala/  
29 InSight Crime. (2023). 5 lecciones del experimento contra la corrupción en Guatemala. Consultado el 28 de marzo de 2025 
https://insightcrime.org/es/noticias/balance -experimento-corrupcion-guatemala/  
30 Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG). (2015). Informe: El financiamiento de la política en Guatemala. 
Consultado el 28 de marzo 2025 https://www.cicig.org/comunicados -2015-c/informe-el-financiamiento-de-la-politica-en-guatemala/ 

https://insightcrime.org/es/noticias/balance-experimento-corrupcion-guatemala/
https://insightcrime.org/es/noticias/balance-experimento-corrupcion-guatemala/
https://www.cicig.org/comunicados-2015-c/informe-el-financiamiento-de-la-politica-en-guatemala/
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Incluso magistrados de la Corte Suprema de Justicia de Guatemala, como Blanca Stalling y 
Vladimir Aguilar, enfrentaron acusación de  actos de corrupción y se vieron obligados a dejar sus 
cargos;  Stalling fue reincorporada a la CSJ en 2022.31 También se investigaron empresas prominentes 
como Aceros de Guatemala32 y el Hotel Camino Real 33, lo que implicó a miembros de la élite 
económica guatemalteca  en delitos relacionados con financiamiento electoral no declarado y 
defraudación fiscal y aduanera.34 

El Organismo Legislativo tampoco fue ajeno a las investigaciones por corrupción e impunidad: 
expresidentes del Congreso de la República, como Eduardo Meyer, Pedro Muadi, Arístides Crespo y 
Gudy Rivera se vieron involucrados en escándalos de corrupción.35  

En respuesta a los avances en la lucha contra la impunidad, los poderes fácticos y formales τ
seriamente afectados y evidenciadosτ ƛƳǇƭŜƳŜƴǘŀǊƻƴ ǳƴŀ ŜǎǘǊŀǘŜƎƛŀ ŘŜ άŎƻƴǘŜƴŎƛƽƴ ȅ ǊŜǾŜǊǎƛƽƴέ, 
denominada ά!ƭƛŀƴȊŀ ǊŜǎǘŀǳǊŀŘƻǊŀ ŘŜƭ status quoέ, popularmente denominada Pacto de Corruptos.36  

En Guatemala, este término describe a la alianza entre políticos, empresarios y funcionarios 
públicos que han obstaculizado los esfuerzos anticorrupción, procurando mantener su poder mediante 
prácticas corruptas. Entre sus miembros más visibles se incluyen a los expresidentes Otto Pérez Molina 
y Jimmy Morales; la exvicepresidenta Roxana Baldetti, la actual fiscal general y jefa del MP, Consuelo 
Porras; el fiscal Rafael Curruchiche; y jueces como Jimmy Brenner, quienes han sido acusados 
públicamente por obstrucción a la justicia y por proteger a actores vinculados a la corrupción.37  

Esta red también cuenta con aliados clave, como la Fundación Contra el Terrorismo τque lidera y 
actúa como querellante en los procesos de criminalizaciónτ y empresarios vinculados a contratos 
fraudulentos, como Mario Rojas y Manuel Baldizón. Asimismo, se ha denunciado la participación de 
diputados del Partido Vamos y de otras fuerzas políticas aliadas, quienes han respaldado medidas 
represivas y acciones que debilitan la institucionalidad democrática. Esta alianza ha sido objeto de 
críticas por su rol en la perpetuación de la corrupción y la impunidad en el país.38 

Como se ha señalado, en 2019, el entonces presidente de la República, Jimmy Morales (2016-
2020) decidió no renovar el mandato de la CICIG y designó a Consuelo Porras como fiscal general y 
jefa del MP. Según el medio No Ficción (2024) bajo su dirección, el MP desmanteló unidades 
especializadas, persiguió a fiscales y jueces independientes, y utilizó recursos institucionales para fines 
personales.39  

El Congreso de la República ignoró reiteradas resoluciones de la Corte de Constitucionalidad 
(CC) que le ordenaban elegir nuevos magistrados para la Corte Suprema de Justicia y la Corte de 
Apelaciones. Esta omisión permitió que los magistrados electos para el periodo 2014-2019 extendieron 
sus funciones hasta el 18 de noviembre de 2023, a pesar de que su mandato finalizó oficialmente el 13 

 
31Miguel Barrientos, «Blanca Stalling regresa oficialmente a la CSJ», La Hora, consultado el 22 de septiembre de 2022. 
https://lahora.gt/nacionales/la -hora/2022/09/22/blanca-stalling-regresa-oficialmente-a-la-csj/ . 
32 Bill Barreto, «Caso impunidad y defraudación: el andamiaje detrás de Aceros de Guatemala», No Ficción, 13 de septiembre de 2022, 
consultado el 30 de septiembre de 2024, https://no -ficcion.com/impunidad_defraudacion_caso_aceros_guatemala_cicig/ 
33 «SAT interviene Hotel Camino Real por defraudación tributaria», Diario de Centro América, 11 de julio de 2016, consultado el 30 de septiembre 
de 2024, https://dca.gob.gt/noticias -guatemala-diario-centro-america/sat-interviene-hotel-camino-real-por-defraudacion-tributaria/  
34 CM-]ЯШў9ċƓƣƨƖċŰШċũШĲůƓƖĲƚċƖŔŸШљůČƚШőŸƚƓŔƣċũċƖŔŸњџЯШCentro de Medios Independientes, 10 de julio de 2016, consultado el 30 de septiembre 
de 2024, https://cmiguate.org/capturan -al-empresario-mas-hospitalario/  
35 Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG). (2016). Informe de labores 2016. Consultado el 28 de marzo de 2025 
https://www.cicig.org/wp -content/uploads/2017/02/Informe_de_Labores_2016_CICIG.pdf 
36Comisión Internacional Contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), Informe de labores 2018-2019, CICIG, consultado en 2019. 
https://www.cicig.org/informes/informe -de-labores-2018-2019/. 
37 Prensa Libre. (2023, julio 21). Lista Engel: Quiénes son los 49 guatemaltecos que Estados Unidos ha señalado en los últimos tres años como 
ƖĲƚƓŸŰƚċĤũĲƚЮĬĲЮџĦŸƖƖƨƓĦŔŹŰЮƚŔŊŰŔŉŔĦċƣŔƻċѠ. Consultado l 28 de marzo 2025 https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/lista -engel-
quienes-son-los-46-guatemaltecos-que-estados-unidos-ha-senalado-en-los-ultimos-tres-anos-como-responsables-de-corrupcion-
significativa-breaking/  
38 «Pacto de corruptos: 30 días en los que diputados y Jimmy Morales impulsaron cambios legales», Prensa Libre, consultado el 16 de enero de 
2020. https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/pacto -corruptos-30-dias-diputados-jimmy-morales/. 
39 Armira, J. (2024). El informe que desnuda la ineficiencia del Ministerio Público bajo Consuelo Porras. No Ficción. Consultado el 24 de marzo 
2025 https://no -ficcion.com/el -informe-que-desnuda-la-ineficiencia-del-ministerio-publico-bajo-consuelo-porras/ 
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de octubre de 2019. De acuerdo con la Fundación Libertad y Desarrollo, esta prolongación debilitó la 
independencia del sistema judicial. La Corte de Constitucionalidad (CC) intervino en varias ocasiones, 
emitiendo órdenes directas al Congreso para que cumpliera con su deber constitucional. Finalmente, 
en noviembre de 2023, la CC estableció como fecha límite el 15 de diciembre de ese año para concluir 
el proceso de elección de nuevos magistrados.40 

El desmantelamiento de la CICIG y el debilitamiento de la FECI propiciaron que la  persecución se 
intensificara en contra de personas considerados como opositoras a  la alianza política que había 
surgido en Guatemala.41 Según exoperadores de justicia, actualmente exiliados  debido a la 
persecución, este modus operandi  se transformó en una herramienta de represalia y venganza, 
mediante la construcción de casos penales y administrativos sin una base probatoria sólida, cuyo 
objetivo es desacreditar, estigmatizar y neutralizar a personas seleccionadas. La persecución en 
Guatemala se ha consolidado como un mecanismo sistemático empleado por una red de poder que ha 
capturado instituciones clave del Estado, incluyendo los poderes legislativo y judicial, así como otras 
instituciones clave como la Procuraduría de Derechos Humanos, la Universidad de San Carlos de 
Guatemala, la Contraloría General de Cuentas y el Ministerio Público. Esta cooptación institucional ha 
generado un ambiente de impunidad para los actores vinculados a dicha red, mientras que aquellos 
que considerados como opositores enfrentan procesos arbitrarios, persecución y castigo.42  

Un ejemplo de esta situación es el caso de Virginia Laparra, exfiscal de la FECI, detenida y 
condenada en procesos que diversas organizaciones internacionales han calificado como arbitrarios y 
motivados políticamente. Amnistía Internacional la declaró "presa de conciencia", afirmando que su 
encarcelamiento obedece exclusivamente a su labor en la lucha contra la corrupción.43 

La cooptación de instituciones clave del Estado τcomo la Corte de Constitucionalidad, la Corte 
Suprema de Justicia, el Procurador de Derechos Humanos y el Congreso de la Repúblicaτ ha facilitado 
que el MP actúe como brazo de un proyecto político autoritario.44 Este fenómeno ha socavado la 
independencia judicial, permitiendo que jueces y fiscales que buscan actuar en cumplimiento de la ley 
enfrenten presiones 

Según el medio El Observador (2024), el MP ha adoptado diversas estrategias para perseguir a 
quienes luchan contra la corrupción. 45 Entre estas tácticas se identifican: 

 Manipulación del sistema legal: El MP utiliza su facultad monopólica de la investigación criminal 
para fabricar investigaciones que sirven como pretexto para la criminalización de personas 
defensoras de derechos humanos, periodistas y operadores de justicia. Esto    ha generado un 
ambiente hostil para aquellos que intentan denunciar la corrupción o trabajar por la justicia 
social. 

 Coordinación con el Poder Judicial: Existe una colaboración entre el MP y las cortes de justicia 
que ha facilitado la realización de detenciones y juicios con motivación política que, en gran 
medida, no respetan garantías procesales ni constitucionales. Esta alianza puede percibirse 

 
40 Ortiz, E. (2023). CC da un ultimátum al Congreso para la elección de magistrados. Fundación Libertad y Desarrollo. Consultado el 28 de 
marzo de 2025 https://www.fundacionlibertad.com/articulo/cc -da-un-ultimatum -al-congreso-para-la-eleccion-de-magistrados 
41 "Pacto de corruptos: 30 días en los que diputados y Jimmy Morales impulsaron cambios legales", Prensa Libre, 16 de enero de 2020. 
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/pacto -corruptos-30-dias-diputados-jimmy-morales/. 
42 Human Rights Watch. (2024). Guatemala: Persecución política contra el gobierno. Consultado el 28 de marzo de 2025 
https://www.hrw.org/es/news/2024/12/18/guatemala -persecucion-politica -contra-el-gobierno 
43 Amnistía Internacional. (2024). Guatemala: Amnistía Internacional denuncia nueva condena contra exfiscal Virginia Laparra. Consultado el 
28 de marzo de 2025 https://www.amnesty.org/es/latest/news/2024/07/guatemala -denuncia-nueva-condena-contra-exfiscal-virginia-
laparra/ 
44 El Observador. (2024). La instrumentalización del poder: un análisis crítico sobre el papel del MP. Recuperado de 
https://elobservadorgt.org/wp-content/uploads/2024/08/Boletin -Enfoque-Analisis-de-situacion-No.-92-La-instrumentalizacion-del-poder-
un-analisis-critico -sobre-el-papel-del-MP.pdf 
45 El Observador. (2024). Lawfare o Guerra Jurídica: el uso del derecho para obstruir la democracia en Guatemala. 
https://elobservadorgt.org/wp-content/uploads/2024/09/Boletin -Enfoque-Analisis-de-situacion-No.-95-Lawfare-o-Guerra-Juridica-el-uso-
del-derecho-para-obstruir-la-democracia-en-Guatemala.pdf 

https://www.fundacionlibertad.com/articulo/cc-da-un-ultimatum-al-congreso-para-la-eleccion-de-magistrados
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/pacto-corruptos-30-dias-diputados-jimmy-morales/
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/pacto-corruptos-30-dias-diputados-jimmy-morales/
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/pacto-corruptos-30-dias-diputados-jimmy-morales/
https://www.hrw.org/es/news/2024/12/18/guatemala-persecucion-politica-contra-el-gobierno
https://www.amnesty.org/es/latest/news/2024/07/guatemala-denuncia-nueva-condena-contra-exfiscal-virginia-laparra/
https://www.amnesty.org/es/latest/news/2024/07/guatemala-denuncia-nueva-condena-contra-exfiscal-virginia-laparra/
https://elobservadorgt.org/wp-content/uploads/2024/08/Boletin-Enfoque-Analisis-de-situacion-No.-92-La-instrumentalizacion-del-poder-un-analisis-critico-sobre-el-papel-del-MP.pdf
https://elobservadorgt.org/wp-content/uploads/2024/08/Boletin-Enfoque-Analisis-de-situacion-No.-92-La-instrumentalizacion-del-poder-un-analisis-critico-sobre-el-papel-del-MP.pdf
https://elobservadorgt.org/wp-content/uploads/2024/09/Boletin-Enfoque-Analisis-de-situacion-No.-95-Lawfare-o-Guerra-Juridica-el-uso-del-derecho-para-obstruir-la-democracia-en-Guatemala.pdf
https://elobservadorgt.org/wp-content/uploads/2024/09/Boletin-Enfoque-Analisis-de-situacion-No.-95-Lawfare-o-Guerra-Juridica-el-uso-del-derecho-para-obstruir-la-democracia-en-Guatemala.pdf
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como un intento deliberado de desmantelar las instituciones anticorrupción establecidas en 
administraciones anteriores, además de un mecanismo para silenciar a los opositores. 

 Deslegitimación de la figura del colaborador eficaz: El MP ha impulsado la desestimación de 
las declaraciones de colaboradores eficaces, a pesar de que estas han sido fundamentales en 
la denuncia y condena de actos de corrupción. Esta estrategia se ha traducido en la 
deslegitimación de casos y una estrategia para consolidar la impunidad.  

 Persecución de operadores de justicia: Jueces y fiscales entrevistados que lideraron 
investigaciones emblemáticas enfrentaron rechazo sistemático dentro del sistema judicial, 
presiones, amenazas, campañas de deslegitimación e incluso criminalización. Muchos se han 
visto obligados a exiliarse o abandonar sus cargos. Esta actuación ha generado un clima de 
temor que desalienta a futuros operadores de justicia a actuar contra la corrupción.   
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2. Patrones de persecución política 
Para este estudio se partió de una base de 100 casos de persecución política identificados por 

medio del sistema de recepción de denuncias, el sistema de alerta territorial SAT, así como por medio 
de las entrevistas, grupos focales y diálogos democráticos implementados para este estudio, estos 
casos fueron posteriormente confirmados por medio de monitoreo de fuentes abiertas. 

En todos los casos se observa algún nivel de persecución política, caracterizado por las acciones 
hostiles e injustas,46 que se manifiestan en diversas formas de acoso, principalmente por redes 
sociales, criminalización y manipulación del sistema judicial y del proceso. Dichas acciones pueden 
entenderse fundamentadas en una discriminación sistemática e institucionalizada dada la 
participación recurrente de actores relevantes como ciertos tribunales, el Ministerio Público, la FECI o 
incluso determinadas organizaciones particulares cuyas acciones convergen en vulnerar la dignidad 
humana,47 y responden a aparentes objetivos subyacentes de índole político.  

Para determinar si se trata de acciones aisladas, concurrentes o patrones, se implementaron los 
siguientes criterios: repetición, similitud de modalidades, concurrencia de actores en situación de poder 
y contexto común.  

Repetición: de acuerdo con la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, en el 
estudio de graves violaciones a los derechos humanos es necesario diferenciar cuando estamos frente 
a patrones que exceden de los hechos aislados para dimensionar adecuadamente la gravedad de las 
violaciones cometidas. El primer elemento para considerar es que el fenómeno ocurra de forma 
repetitiva afectando a múltiples víctimas en un determinado período de tiempo. 

Similitud de modalidades: para considerarse un patrón las acciones individuales deben compartir 
elementos comunes que permitan descartar coincidencias casuales relativas al tipo de violación, 
métodos empleados y perfil de las víctimas. 

Concurrencia de actores involucrados: Un patrón en derechos humanos supone, directa o 
indirectamente, la participación, aquiescencia o tolerancia de agentes del Estado, o bien la ausencia 
sistemática de respuesta frente a abusos cometidos por particulares.48 En este sentido, para considerar 
que un conjunto de casos está vinculado en un patrón debe concurrir actores comunes o prácticas que 
vinculen actores coincidentes en una situación superior de poder respecto de las víctimas. 

Contexto común:  para considerarse vinculados dentro de un patrón los casos individuales 
deben vincularse a un entorno social, institucional o político común que posibilita la recurrencia de tales 
acciones. En este sentido, puede hablarse de un patrón cuando los casos individuales están 
conectados a un marco social, político e institucional que los posibilita y los produce.   

Los casos identificados presentan dinámicas recurrentes que implican la persecución de 
personas con motivación política por parte de actores estatales y particulares en situación de poder 
superior respecto de las víctimas que aparecen de forma recurrente en los casos. Los casos comparten 
elementos comunes y desvelan la instrumentalización del sistema de justicia para el castigo y represión 
de individuos con motivaciones subyacentes vinculadas al ejercicio del poder.     

Los casos de persecución identificados por Cristosal revelan conductas que pueden agruparse 
en tres patrones distintivos: acoso, criminalización y manipulación del proceso judicial. Este 
fenómeno no solo genera impunidad, sino que busca consolidar las condiciones que permitan la 
continuidad de la corrupción, además de someter judicialmente a los críticos del poder para desalentar 
a otros a levantar la voz en defensa de los derechos humanos. 

 
46 Tieszen, C. L. (2008). Towards redefining persecution: academic article. International Journal for Religious Freedom, 1(1), 67-80. 
47 Goodwin-Gill, G. (1996). The Refugee in International Law. Second edition. Oxford: Oxford University Press 
48 CIDH (1988) Sentencia de Fondo Caso Velásquez Rodríguez contra Honduras.  
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Según testimonios de los doce operadores de justicia entrevistados, el accionar del MP ya no se 
dirige únicamente contra jueces y fiscales, como ocurría inicialmente, sino que ahora se extiende a 
cualquier persona que represente una amenaza al poder establecido. Esto se refleja en a la 
multiplicidad de víctimas identificadas provenientes de ámbitos distintos que coinciden en el contexto 
social, político e institucional ene l que ocurren lo hechos.  

1. Las dinámicas descritas por estas fuentes coinciden en señalar un uso indebido del sistema 
penal, a través de denuncias infundadas, acusaciones sin pruebas, detenciones arbitrarias o 
procesos judiciales manipulados, con el objetivo de perseguir, intimidar o silenciar a quienes 
ejercen legítimamente sus derechos. A partir de estos hallazgos, se identifican con claridad tres 
escenarios principales: 

2. Acoso a operadores de justicia  y defensores de derechos humanos : Jueces, fiscales y otros 
funcionarios del sistema de justicia que han participado en investigaciones de casos de 
corrupción o violaciones de derechos humanos han sido objeto de campañas de desprestigio, 
acoso digital y hostigamiento judicial. Estas acciones responden a una estrategia más amplia 
para aislar y neutralizar su labor. 

3. Criminalización de defensores de derechos humanos y críticos del régimen: Personas o 
colectivos que defienden derechos humanos, periodistas, liderazgos comunitarios y actores 
sociales que ejercen una labor crítica, son blanco de denuncias penales, en la mayoría de los 
casos sin sustento, restricciones indebidas en su acceso a la justicia, y violaciones a su derecho 
a una defensa justa. Este patrón se caracteriza por la instrumentalización del sistema penal 
como herramienta represiva. 

4. Manipulación del proceso judicial: Una vez activado el sistema de justicia contra personas 
críticas, se han identificado prácticas de manipulación de los procesos judiciales, que incluyen la 
utilización de pruebas ilegales o fabricadas, la intervención de fiscalías sin competencia y la 
omisión de garantías procesales básicas. Estas acciones socavan la legitimidad de los 
procedimientos. 

 

Imagen 1. Objetivos de persecución y/o criminalización 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de investigación documental y de campo por el equipo de Cristosal, 2024. 
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2.1 Primer patrón: acoso  
De la totalidad de casos observados 81% coinciden en que las acciones de persecución 

iniciaron con dinámicas claras de acoso que se manifiesta de diversas formas como: seguimientos, 
hostigamiento laboral, agresiones físicas y amenazas a muerte. En la mayoría de estos casos (76) el 
acoso incluyó el uso de redes sociales por medio de cuentas anónimas, identificadas por las personas 
consultadas como netcenters.  

Estas acciones constituyen una forma de persecución extrajudicial que se dirige principalmente 
contra operadores de justicia y personas defensoras de derechos humanos. En este contexto son 
identificables campañas de difamación desplegadas en diversos canales τtanto impresos como 
digitalesτ y ejecutadas con previsión para dañar a quienes cuestionan el poder. Estas campañas 
incluyen ataques personales sostenidos, principalmente a través de redes sociales, programas de radio, 
televisión y otros medios, con el claro objetivo de socavar la credibilidad, la honorabilidad y el entorno 
familiar de las personas afectadas. 

άCada vez que una investigación contra corrupción avanzaba, las redes se llenaban de mentiras sobre mí. 
Lo que más me dolió fue ver cómo estos ataques afectaban a mi familia, que también fue señalada y 

acosadaΦέ Operador de justicia.  

Este patrón es particularmente violento cuando las víctimas son mujeres. Los testimonios 
documentan acciones de difamación con características misóginas y machistas. Así, el acoso digital se 
convierte en una forma de violencia de género en el contexto de la persecución.  

άComo mujer, los ataques que recibí fueron increíblemente misóginos. Se centraron en mi vida personal, 
hicieron insinuaciones sobre mi moralidad y carácter. Fue más que profesional, era profundamente 

personalΦέ Operadora de justicia.  

 Las mujeres, en consecuencia, enfrentan violencias específicas que refuerzan patrones 
estructurales de machismo, afectando no solo su imagen pública, sino también su seguridad, integridad 
personal y capacidad para ejercer su labor profesional. 

El acoso ha sido documentado de forma reiterada en los casos analizados por Cristosal y 
respaldados por los doce operadores de justicia entrevistados. Todos afirmaron que estas campañas 
comienzan con estrategias articuladas de desprestigio , especialmente en plataformas como X (antes 
Twitter), en las que participan tanto cuentas institucionales como perfiles particulares, algunos de ellos 
vinculados a centros de desinformación y hostigamiento (ƴŜǘŎŜƴǘŜǊΩǎ49), tales como: "LordVaderGT", 
VaderGT y la cuenta oficial de la Fundación contra el Terrorismo de Guatemala (FCTGuatemala). Estas 
cuentas han difundido mensajes difamatorios, y en varios casos denunciados, información confidencial 
contenida en expedientes judiciales, incluyendo órdenes de aprehensión aún no notificadas, 
direcciones personales, fotografías familiares y detalles de investigaciones bajo reserva. 

 Además, varios operadores reportaron haber recibido amenazas directas contra ellos y sus 
familias, lo que genera un ambiente de miedo e inseguridad que limita su capacidad de actuar con 
independencia e incluso puede inducir a la autocensura. 

άEl acoso que sufrimos en redes sociales fue brutal. Mis hijos recibieron amenazas y se filtraron 
documentos confidenciales sobre mis casos. Todo esto fue orquestado por cuentas anónimas 
que, al parecer, eran parte de una campaña bien coordinadaΦέ Operador de justicia. 

Más allá del daño reputacional, estos ataques obstaculizan el derecho a la defensa. En varios 
casos documentados, el hostigamiento ha provocado la pérdida reiterada de representación legal por 

 
49Netcenter puede ser definido como un grupo de personas pagadas para crear, manipular e incluso deshacer la reputación de una figura 
pública, institución o situación. 
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temor a ser perseguidos o criminalizados.50 Los testimonios obtenidos en entrevistas y grupos focales 
refuerzan esto al mostrar cómo la falta de cumplimiento de las garantías procesales y constitucionales 
afecta gravemente a las personas criminalizadas, dejándolas desprotegidas en un proceso que ya está 
sesgado en su contra.  

άLas difamaciones no solo dañaron mi reputación, sino que también afectaron mi trabajo. Me 
dejaron sin abogados dispuestos a defenderme por el miedo que generaron estas campañas. 
Quedé indefenso ante un sistema que ya estaba en mi contraΦέ Operador de justicia.51 

Los datos recopilados muestran que este acoso responde a una estrategia calculada y reiterada, 
destinada a instaurar un clima de miedo autocensura y represión, desmotivando y neutralizando a 
quienes ejercen funciones para la defensa de la legalidad, la justicia y los derechos humanos.  

άLos netcenters publicaban detalles sobre investigaciones en curso, lo que nos ponía en una 
situación de riesgo tanto personal como profesional. Se suponía que esos datos debían ser 
confidenciales, pero eran utilizados para atacarnosΦέ Operador de justicia. 

 

Imagen 2. Ejemplos de campañas de difamación de abogados y exoperadores de justicia en redes sociales. 

 

 

Fuente: Capturas de pantalla de publicaciones de cuentas de NETCENTER en la red social X (Twitter) realizadas 

en marzo de 2022. 

 

2.2 Segundo patrón: criminalización  
Del total de casos de persecución política identificados 85% fue procesados penalmente en 

dinámicas de criminalización, mientras que el 81% estuvo precedido alguna forma de acoso, Esta 
situación vincula los dos patrones identificados y sugiere la existencia de acción coordinada hacia un 
objetivo específico.  

La persecución penal se dirige a individuos y organizaciones de la sociedad civil que apoyan a 
personas perseguidas por defender la justicia y los derechos humanos. En particular, esta estrategia 
apunta a los abogados que brindan defensa técnica a las personas criminalizadas, con el objetivo de 
apartarlas del proceso mediante la persecución. Esta táctica busca dejar a los acusados sin 

 
50Elsa Coronado, «Juicio a Zamora: ¿Qué pasa con los abogados del periodista y por qué se queda sin defensa?», Plaza Pública, 18 de mayo de 
2023, consultado el 23 de septiembre de 2023, https://www.plazapublica.com.gt/noticia/informacion/juicio -zamora-que-pasa-con-los-
abogados-del-periodista-y-por-que-se-queda-sin 
51Operador de justicia 5, entrevista brindada a Cristosal el 15 de abril de 2024. 

https://www.plazapublica.com.gt/noticia/informacion/juicio-zamora-que-pasa-con-los-abogados-del-periodista-y-por-que-se-queda-sin
https://www.plazapublica.com.gt/noticia/informacion/juicio-zamora-que-pasa-con-los-abogados-del-periodista-y-por-que-se-queda-sin
https://www.plazapublica.com.gt/noticia/informacion/juicio-zamora-que-pasa-con-los-abogados-del-periodista-y-por-que-se-queda-sin
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mecanismos de defensa, como el acompañamiento de abogados de confianza, y limitar las diligencias 
que estos podrían proponer. 

Los abogados que ejercen estas defensas son perseguidos, enfrentando dinámicas claras de 
criminalización.  En algunos casos, esta situación ha derivado en el exilio forzado, mientras que otros 
profesionales han tenido que enfrentarse a un sistema de justicia cooptado, en el cual sus derechos 
han sido vulnerados, privándoles arbitrariamente de su libertad e incluso recibiendo sentencias 
condenatorias. Estas sentencias se obtienen   mediante presión para que los acusados acepten los 
hechos a través de la figura procesal de aceptación de cargos, instrumentalizada para obtener 
testimonios en contra de otras personas. 

En Guatemala, durante 2023 y 2024, la criminalización contra personas defensoras de derechos 
humanos, periodistas y operadores de justicia alcanzó niveles alarmantes.52 53 UDEFEGUA estimó que 
la criminalización sigue siendo la forma más utilizada para agredir personas defensoras de derechos 
humanos, muchas de las cuales incluyeron privación de libertad y exilio.54       

El MP jugó un papel clave en estos actos, siendo señalado por actuar al servicio de estructuras 
corruptas que controlan las instituciones del Estado. En su informe de labores periodo 2022-2023 el 
MP reportó la promoción de investigaciones y órdenes de captura, sin sustento jurídico claro, contra 
jueces, fiscales y periodistas que previamente habían combatido la corrupción. La Sección contra ONG 
de la Fiscalía de Asuntos Internos abrió investigaciones sin justificación legal ni hechos constitutivos de 
delito, evidenciando motivaciones políticas55. 

Este patrón de hostigamiento se observó durante el proceso electoral de 2023, afectando a 
jueces, fiscales y periodistas.56 Un caso emblemático es el  de la exfiscal anticorrupción Virginia Laparra, 
detenida por más de 680 días por supuestos delitos administrativos, en lo que Amnistía Internacional y 
otros organismos consideraron un caso claro  de criminalización.57 De igual forma, el periodista José 
Rubén Zamora enfrentó un proceso judicial ampliamente cuestionado, que evidenció  el uso del 
sistema penal  para acallar voces críticas del gobierno.58 

Los casos documentados evidencian un patrón de criminalización, impulsado durante el período 
del presidente Alejandro Giammattei, en el que participaron élites económicas y actores políticos, con 
el propósito de silenciar a quienes denunciaban la corrupción y defendían el Estado de derecho.59 
Diversos informes internacionales y testimonios coinciden en que este proceso ha afectado 
gravemente a operadores de justicia independientes, particularmente a abogados defensoras de 
víctimas de criminalización, vulnerando no solo sus derechos, sino también el derecho de sus 
representados a una defensa adecuada.  

Otro elemento importante para tener en cuenta es la criminalización como herramienta para 
despojar a otras personas ya criminalizadas de una defensa eficaz o para disuadir a profesionales del 
derecho de aceptar defender a estas personas. Un caso que refleja esta dinámica es el de Claudia 

 
52Prensa Libre, «Criminalización y persecución en Guatemala: Un análisis del contexto electoral», Prensa Libre, 12 de diciembre de 2023. 
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/criminalizacion-y-persecucion-en-guatemala-un-analisis-del-contexto-electoral-PL20231212 
53 Rompe el Miedo, Situación de periodistas en Guatemala, 11-12. 
54UDEFEGUA, Informe sobre agresiones a defensores de derechos humanos en Guatemala: Datos y tendencias. UDEFEGUA, 2023. 

https://www.udefegua.org/informe-agresiones-2023 
55Ministerio Público de Guatemala. (2023). Memoria de labores 2022ς2023. 
https://www.mp.gob.gt/transparencia/info/res/source/Articulo%2010%3A%20Informaci%C3%B3n%20P%C3%BAblica%20de%20Oficio/05%20Misi%C
3%B3n%2C%20visi%C3%B3n%20y%20objetivos/Memoria%20de%20Labores/Memoria%20de%20labores%202022-2023.pdf  
56UDEFEGUA, Informe anual de agresiones contra defensores de derechos humanos en Guatemala. UDEFEGUA, 2023. 
https://www.udefegua.org/informe-anual-2023 
57Amnistía Internacional, «Caso de Virginia Laparra: Una revisión crítica», Amnistía Internacional, 5 de noviembre de 2023. 
https://www.amnistia.org/caso-virginia-laparra-2023 
58Zamora, J. R., «El proceso judicial contra José Rubén Zamora: Un análisis de la politización», El Periódico, 15 de octubre de 2023. 
https://www.elperiodico.com/noticias/politica/proceso-judicial-jose-ruben-zamora-2023 
59 International Commission of Jurists (ICJ). (2023). Guatemala: The rule of law in peril т Criminalization of independent justice operators. 
https://www.icj.org/wp -content/uploads/2023/03/Guatemala -Rule-of-law-Report-PUBLIC.pdf  

https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/criminalizacion-y-persecucion-en-guatemala-un-analisis-del-contexto-electoral-PL20231212
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/criminalizacion-y-persecucion-en-guatemala-un-analisis-del-contexto-electoral-PL20231212
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/criminalizacion-y-persecucion-en-guatemala-un-analisis-del-contexto-electoral-PL20231212
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González60, exmandataria de la CICIG y abogada defensora de Virginia Laparra. González también 
representó legalmente a otras personas perseguidas, como el exfiscal Juan Francisco Sandoval, y fue 
posteriormente detenida bajo acusaciones ampliamente cuestionadas por organizaciones nacionales e 
internacionales, que consideran su caso parte de una represalia por su labor como defensora de 
derechos humanos. Otro caso similar es el de Juan Francisco Solórzano Foppa, criminalizado por 
brindar defensa técnica a José Rubén Zamora.61 

Estas situaciones también reflejan una estrategia orientada a desmantelar el apoyo legal y técnico 
a las personas acusadas. Los testimonios indican que se busca desactivar las capacidades defensivas 
de los acusados mediante el hostigamiento a sus abogados y defensores. Estos testimonios también 
destacan cómo abogados, abogadas y personas defensoras de derechos humanos se convierten en 
objetivos de persecución, que puede incluir privación de libertad y presión para aceptar cargos bajo 
coerción, debilitando así el derecho de defensa.   

άA raíz de la persecución en mi contra, por ejercer la defensa de otra persona criminalizada, más 
de la mitad de los miembros de mi bufete renunciaron debilitando de esta forma el derecho de 
defensa y causando un daño moral y patrimonial en mi contraΦέ Operador de justicia. 

 

2.2.1 Instrumentalización de figuras penales para la persecución. 
Los testimonios coinciden en que las imputaciones realizadas en el contexto de persecución de 

objetivos políticos carecen sustento legal sólido. Se recurre frecuentemente a la aplicación e 
interpretación indebida de ciertas normas con el fin de extender el reproche penal más allá de los 
límites de la ley. Se ha identificado el uso estratégico de ciertos tipos penales contemplados en leyes 
como la Ley contra la Delincuencia Organizada y la Ley contra el Femicidio y Otras Formas de Violencia 
contra la Mujer, para forzar imputaciones que, por su naturaleza o la pena que conllevan, no son 
excarcelables62 o limitan el acceso a medidas sustitutivas. 

 Esto incluye, por ejemplo, la imputación del delito de asociación ilícita, incluso en casos donde 
no existen indicios claros de una estructura criminal organizada. También se ha observado la aplicación 
de tipos penales diseñados para proteger a mujeres víctimasτcomo el delito de violencia contra la 
mujerτ en procesos donde no se cumplen los elementos normativos requeridos, lo que evidencia un 
uso desproporcionado y descontextualizado de la legislación penal.63  

Estas dinámicas se reflejan en casos como el de Juan Francisco Solórzano Foppa, condenado 
por violencia contra la mujer por un tuit que hacía referencia a una crítica pública hecha por Karina de 
Rottmann, mencionando un embargo a sus cuentas por incumplimiento de un convenio de pago.64  

Asimismo, la Ley contra el Lavado de Dinero ha sido utilizada de forma cuestionable para imputar 
cargos ampliando su alcance más allá de su propósito original.65 Este patrón evidencia un abuso del 
sistema judicial, en el que se distorsionan leyes específicas para construir casos contra los operadores 

 
60González, C., «Claudia González: Persecución ilegal», Ruda, consultado el 19 de junio de 2024. https://www.rudagt.org/temas/claudia-gonzlez-
persecucin-ilegal 
61Brito Torres, J., & Solórzano Foppa, J., «Solórzano Foppa y Justino Brito Torres, exdefensores de José Rubén Zamora, aceptan cargos y son 
condenados a dos años de prisión [Breaking]», Prensa Libre, consultado el 19 de junio de 2024. 
https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/solorzano -foppa-y-justino-brito-torres-exdefensores-de-jose-Rubén-zamora-aceptan-
cargos-y-son-condenados-a-dos-anos-de-prision-breaking/  
62 Inexcarcelable" (plural: inexcarcelables) se refiere a una persona acusada de un delito que no puede ser liberada bajo fianza o medida 
sustitutiva, generalmente debido a la gravedad del delito. En otras palabras, son delitos que no permiten la libertad bajo fianza u otras 
alternativas a la prisión preventiva.  
63 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH). (2025). Situación de las personas 
defensoras de derechos humanos en Guatemala. https://oacnudh.org.gt/wp -content/uploads/2025/01/Informe_personas_defensoras-
nuevo-diseno-1.pdf 
64García O; y Pitán, E.  (2024, junio 5). Solorzano Foppa acepta cargos en caso de denuncia interpuesta por Karina de Rottmann y es 
condenado a tres años de prisión [Breaking]. Prensa Libre. https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/solorzano -foppa-acepta-cargos-
en-caso-de-denuncia-interpuesta-por-karina-de-rottmann-y-es-condenado-a-tres-anos-de-prision-breaking/ 
65 Arévalo, J. A. (2025, 22 de enero). La legislación antilavado es obsoleta. Prensa Libre. Consultado el 04 de abril 2025 
https://www.prensalibre.com/opinion/columnasdiarias/la -legislacion-antilavado-es-obsoleta/ 

https://www.rudagt.org/temas/claudia-gonzlez-persecucin-ilegal
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https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/solorzano-foppa-y-justino-brito-torres-exdefensores-de-jose-Rub%C3%A9n-zamora-aceptan-cargos-y-son-condenados-a-dos-anos-de-prision-breaking/
https://oacnudh.org.gt/wp-content/uploads/2025/01/Informe_personas_defensoras-nuevo-diseno-1.pdf
https://oacnudh.org.gt/wp-content/uploads/2025/01/Informe_personas_defensoras-nuevo-diseno-1.pdf
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https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/solorzano-foppa-acepta-cargos-en-caso-de-denuncia-interpuesta-por-karina-de-rottmann-y-es-condenado-a-tres-anos-de-prision-breaking/
https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/solorzano-foppa-acepta-cargos-en-caso-de-denuncia-interpuesta-por-karina-de-rottmann-y-es-condenado-a-tres-anos-de-prision-breaking/
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de justicia.66 Los testimonios también revelan cómo leyes como la Ley Contra la Delincuencia 
Organizada se utiliza de manera inadecuada para incriminar a personas sin pruebas suficientes.  

άDurante la imputación inicial, me acusaron bajo leyes que no tenían relación con mi caso. Fue 
una estrategia para forzar cargos que no correspondían a los hechosΦέ Persona criminalizada. 

άMe imputaron bajo la ley contra la delincuencia organizada, cuando no había ningún fundamento 
para aplicarla. Se usó de manera indebida sólo para asegurar una acusación en mi contraΦέ 
Operador de justicia.  

 

2.2.2 intensificación de la criminalización contra objetivos políticos 
Según las personas entrevistadas, este patrón de persecución comenzó a manifestarse cuando 

los perpetradores decidieron que contaban con la infraestructura necesaria para ejecutar una estrategia 
de represalia. Una vez definidas las rutas de acción y los actores involucrados, se procedió 
deliberadamente a identificar a las personas objetivo.  

La reelección de Consuelo Porras como fiscal general y jefa del MP en mayo de 2022 marcó un 
punto de inflexión en la persecución penal selectiva, ya que un número significativo de procesos 
judiciales contra exoperadores de justicia, periodistas y defensores de derechos humanos iniciaron a 
partir de ese momento. De acuerdo con Human Rights Watch (2023), más del 60 % de los casos 
documentados de criminalización contra operadores de justicia ocurrieron después de su reelección.67 

Los testimonios afirman que Porras fue seleccionada mediante un proceso altamente politizado, 
dirigido por una Comisión de Postulación controlada por intereses políticos. Según los entrevistados, la 
mayoría de los miembros de esta comisión trabajó activamente para garantizar la reelección de Porras, 
con el respaldo del entonces presidente Alejandro Giammattei y el apoyo de una Corte de 
Constitucionalidad que habría dictado resoluciones para facilitar su inclusión en la nómina final de 
candidatos, desestimando objeciones legales promovidas por la sociedad civil y de un fiscal, que luego 
fue destituido. Los testimonios recopilados destacan la intervención del abogado Erick Castillo durante 
el proceso de selección del fiscal general en 2022. Cuando Porras no logró obtener los votos 
necesarios para integrar la nómina final de candidatos, Castillo presentó un amparo ante la CC, 
argumentando que la Comisión de Postulación debía incluir a los aspirantes con las mejores 
calificaciones. El amparo fue otorgado provisionalmente, permitiendo su inclusión y posterior 
reelección.68 

άTrabajé en casos de alto perfil relacionados con la corrupción. Durante ese tiempo, vi cómo se 
tejían redes de persecución. Cuando Porras fue reelegida, todo empeoró. Me destituyeron sin ningún 
fundamento, y a otros compañeros les ocurrió lo mismo. La Fiscalía contra la Impunidad fue 
desmantelada poco a poco, y quienes denunciamos la corrupción sufrimos las consecuencias. Este 
patrón está orquestado desde las más altas esferas del poderΦέ Operador de justicia. 

Según los testimonios recabados, existe una selección de objetivos  y su persecución 
responden a una estrategia política para consolidar el control y eliminar la justicia independiente. 
También se han reportado traslados arbitrarios de fiscales y jueces, así como destituciones 
injustificadas, y mecanismos para desmantelar las estructuras de justicia que actuaban en contra del 
status quo guatemalteco.  

 
66 Red Rompe el Miedo, Situación del periodismo en Guatemala (Ciudad de Guatemala, 2024), 7. Consultado el 3 de octubre de 2024, 
https://redrompeelmiedoguatemala.org/2024/10/informe -de-agresiones-contra-la-prensa-en-guatemala-resultados-del-primer-semestre-
de-2024/ 
67 Human Rights Watch. (2023). Guatemala: Criminalización de operadores de justicia debilita el Estado de derecho. 
https://www.hrw.org/es/news/2023/03/01/guatemala -criminalizacion-de-operadores-de-justicia-debilita-el-estado-de-derecho  
68 Escobar, M. (2022). Un amparo para salvar a Consuelo Porras. No-Ficción. Consultado el 8 de abril de 2025 https://no -ficcion.com/amparo -
salvar-consuelo-porras/ 
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Además, los defensores de derechos humanos y periodistas críticos han sido blanco de 
campañas de desacreditación, procesos judiciales infundados y exilio forzado, en una estrategia 
orientada a silenciar sus voces críticas y garantizar la impunidad.  

άMi experiencia personal me ha dejado claro cómo funciona este mecanismo de persecución. Cuando 
participé en un juicio contra una figura política de alto perfil, inmediatamente me convertí en un blanco. 
Primero, intentaron desacreditarme, luego fui trasladado y, finalmente, enfrenté procesos internos sin 
fundamento. Es evidente que hay una estrategia para acorralarnos y desarticular cualquier esfuerzo de 

justicia independiente.έ Operador de justicia. 

Entre las personas criminalizadas bajo este patrón, los operadores de justicia identificaron a: 

Á Personas del sector justicia: 

Según cinco de los operadores de justicia entrevistados, la persecución se centró en individuos que 
trabajaron en contra de la corrupción dentro del sistema judicial, incluyendo exmiembros de la CICIG, 
investigadores, fiscales y auxiliares fiscales del MP τespecialmente de la FECIτ así como jueces del 
Organismo Judicial y el exprocurador de los Derechos Humanos. Los entrevistados afirmaron que una 
práctica recurrente ha sido el traslado de fiscales a otras unidades, seguido por el nombramiento de 
fiscales afines que entorpecen o debilitan los casos. También señalaron que fiscales de carrera, con 
más de 20 años de servicio, han sido destituidos sin recibir sus prestaciones ni indemnizaciones 
laborales, lo cual interpretan como un mecanismo de represión y castigo. 

Á Jueces y auxiliares judiciales: 

Los entrevistados confirmaron que jueces que participaron en procesos contra figuras políticas como 
Sandra Torres, Gustavo Alejos y Roxana Baldetti han sido objeto de criminalización. Este patrón ha 
afectado a jueces de primera instancia, jueces de sentencia que dictaron condenas, así como personal 
auxiliar de juzgados y tribunales que no se alinearon con los intereses a favor de la impunidad. Según 
los testimonios recopilados, estos jueces han enfrentado sanciones, destituciones y otras formas de 
represalia. 

Á Defensores de derechos humanos y actores de la sociedad civil:  

Finalmente, los testimonios  señalaron que personas defensoras de derechos humanos, activistas 
sociales y periodistas han sido  criminalizados por su labor de denuncia, fiscalización y documentación 
de hechos vinculados  a  redes de corrupción e impunidad, como las asociadas al denominado Pacto 
de Corruptos.69 Las personas entrevistadas destacaron que, en particular,  periodistas que publicaron 
casos de corrupción enfrentaron campañas de desacreditación, procesos judiciales infundados, exilio y, 
en algunos casos, encarcelamiento. Los operadores de justicia también identificaron a la Fundación 
contra el Terrorismo como un actor clave en este tipo de persecución, por su presentación de 
denuncias y su actuación como querellante adhesivo, con el respaldo del MP y jueces afines. 

En el siguiente diagrama (Diagrama 1.) se explica, de forma visual, los distintos tipos de 
persecución identificados por el grupo de personas entrevistadas para este informe.  

 

 

 

 

 

 
69 El término "Pacto de Corruptos"  en Guatemala se refiere a una alianza informal y poderosa entre actores políticos, económicos y 
judiciales que buscan preservar la impunidad y bloquear los esfuerzos anticorrupción en el país. Este concepto ha sido ampliamente 
documentado y analizado por medios de comunicación, organizaciones de derechos humanos y expertos en gobernanza. 
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Diagrama 1. Comparativa de patrones de persecución política identificados en entrevistas individuales  

 

Fuente: Elaboración propia a partir de la investigación documental y de campo de Cristosal. 

 

Es importante señalar que la Fundación Contra el Terrorismo (FCT) se ha consolidado como un 
actor central asumiendo un rol activo como querellante en procesos judiciales con motivación política. 
Diversos testimonios y casos documentados indican que las denuncias impulsadas por esta 
organización suelen estar basadas en argumentos débiles, carentes de pruebas sólidas, o en la 
tergiversación de hechos. Su objetivo es perseguir selectivamente a operadores de justicia, periodistas 
y personas defensoras de derechos humanos.  
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Estas denuncias se presentan ante a fiscalías especializadas, como la FECI o la Fiscalía de Delitos 
Administrativos, en función del vínculo previo de la persona denunciada con el MP. Según el Acuerdo 
26-2008 y sus reformas70, la FECI fue creada exclusivamente para investigar casos de corrupción y 
estructuras de impunidad de alto nivel. Por tanto, su competencia no abarca investigar presuntos delitos 
electorales o de lavado de dinero, para los cuales existen fiscalías especializadas. El desvío de estos 
casos hacia la FECI genera una disfuncionalidad en el proceso judicial al asignar casos no incluidos a su 
ámbito de competencia. 

 

2.3 Tercer patrón: manipulación de procesos judiciales 
Del total de casos de criminalización identificados para este estudio al menos un 68% presentan 

algún tipo de indicio de manipulación del proceso, como la utilización selectiva de ciertas sedes 
judiciales o fiscalías, la realización de audiencias unilaterales, la presión a las víctimas para que acepten 
cargos y se sometan a procedimientos abreviados entre otras.   

Estos datos con concurrentes con las conductas descritas por los entrevistados, que   revelan una 
tercera línea de acción impulsada por el MP: una vez iniciados los procesos judiciales contra 
determinados objetivos políticos, se recurre a la manipulación de las reglas procesales con el objetivo 
de asegurar resultados favorables a los intereses del poder, limitando la capacidad de defensa de las 
personas imputadas.  

Estas prácticas comprenden desde el control sobre la información esencial para la defensa legal, 
hasta el uso irregular de fiscalías especializadas sin competencia sobre los casos, en claro irrespeto a 
las reglas esenciales del debido proceso. 

 

2.3.1 Restricción de acceso a la información judicial y reserva de procesos 
Las personas entrevistadas coinciden en identificar indicios de una estrategia orientada a 

restringir el acceso a la información judicial, en paralelo con la construcción de casos irregulares o 
infundados, como herramienta para asegurar los resultados políticos de la criminalización.  

Una vez que las personas criminalizadas intentan acceder al expediente de investigación en el 
MP, enfrentan negativas sistemáticas que les impide conocer total o parcialmente el expediente, 
incluyendo las diligencias de investigación previamente realizadas. Esta situación priva a los afectados 
de su derecho fundamental a defensa.   

άCuando intenté acceder a mi expediente en el MP, me encontré con puertas cerradas. No me 
proporcionaron información crucial para mi defensa, mientras veía cómo las mismas pruebas eran 
filtradas en redes socialesΦέ Operador de justicia. 

Los testimonios también denuncian que personas ajenas al MP obtienen acceso privilegiado a 
esta información, como se evidencia en publicaciones en cuentas vinculadas a netcenters y otros 
actores particulares. Esta filtración y manipulación de datos selectivamente, amplifica la difamación y 
refuerza la desigualdad procesal: 

άNos bloquearon el acceso a las diligencias de investigación, y al mismo tiempo, cuentas 
ǾƛƴŎǳƭŀŘŀǎ ŀ ƭƻǎ ΨƴŜǘŎŜƴǘŜǊǎΩ ǇǳōƭƛŎŀōŀƴ ŘŜǘŀƭƭŜǎ ǎƻōǊŜ ƽǊŘŜƴŜǎ ŘŜ ŎŀǇǘǳǊŀ ǉǳŜ ƴƛ ǎƛǉǳƛŜǊŀ 
conocíamos. Era una manipulación completa del procesoΦέ Operador de justicia. 

 
 


































































